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RECURSO DE REVISIÓN  077/2016.

COMISIONADO PONENTE: 

M.A.P. YOLANDA E. CAMACHO ZAPATA

PROYECTISTA: 


ÓSCAR VILLALPANDO DEVO
MATERIA:

ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA

ENTE OBLIGADO:

GOBIERNO DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ POR CONDUCTO DE LA SECRETARÍA DE SEGURIDAD PÚBLICA Y OTRAS AUTORIDADES.

San Luis Potosí, San Luis Potosí. Acuerdo del Pleno de la Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública, correspondiente a la sesión del 14 catorce de septiembre de 2016 dos mil dieciséis. 

VISTOS, para resolver, los autos del recurso de revisión identificado al rubro; y
RESULTANDO:

PRIMERO. Solicitud de acceso a la información pública. Según consta en la Plataforma Nacional de Transparencia en el folio 00298616 cero, cero, doscientos noventa y ocho mil seiscientos dieciséis, el 13 trece de julio de 2016 dos mil dieciséis la SECRETARÍA DE SEGURIDAD PÚBLICA DEL ESTADO recibió una solicitud de acceso a la información pública en donde se le pidió la información siguiente:
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 Antigüedad y cargo actual que desempeña en esa dependencia…
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SEGUNDO. Respuesta a la solicitud de acceso a la información pública. El 2 dos de agosto de 2016 dos mil dieciséis el sujeto obligado notificó a la solicitante, por el mismo medio electrónico, la respuesta a la solicitud de acceso a la información pública, misma que es como sigue:
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SAN LUIS POTOSÍ, S.L.P. A 02 DE AGOSTO DE 2016.

C…

P R E S E N T E.- 

EN ATENCIÓN A SU SOLICITUD DE INFORMACIÓN RECIBIDA A TRAVÉS DEL SISTEMA INFOMEX SAN LUIS POTOSÍ, MISMA QUE QUEDÓ REGISTRADA CON NÚMERO DE FOLIO 00298616, DE FECHA 26 DE JULIO DEL 2016, A CUAL REFIERE LO SIGUIENTE:

“…ANTIGÜEDAD Y CARGO ACTUAL QUE DESEMPEÑA EN ESA DEPENDENCIA …”

AL RESPECTO Y EN APEGO A LOS ARTICULOS 41 QUATER DE LA LEY ORGÁNICA DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA DEL ESTADO, DEMÁS CORRELATIVOS A LA LEY DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ, SE HACE DEL CONOCIMIENTO DEL PETICIONARIO QUE:

UNA VEZ ANALIZADO LO SOLICITADO POR SU PERSONA, SE TIENE POR ACREDITANDO QUE LA INFORMACIÓN SOLICITADA ES COMPLETAMENTE SOBRE DATOS PERSONALES DEL PERSONAL, POR LO QUE ESTA SECRETARÍA EN ACATAMIENTO A LOS ARTÍCULOS 2, FRACCIÓN I, 3 FRACCIONES XI, XVII, XXVIII, 23, 82 FRACCIÓN VI Y 138 DE LA LEY DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA DEL ESTADO, NOS ENCONTRAMOS EN IMPOSIBILIDAD DE OTORGARLE DICHA INFORMACIÓN. 

SIN OTRO PARTICULAR, NOS REITERAMOS A SUS APRECIABLES ÓRDENES.

A T E N T A M E N T E

LA SECRETARÍA DE SEGURIDAD PÚBLICA

 (Visible en la fojas 1, 3 y 4 de autos)

TERCERO. Interposición del recurso. El 2 dos de agosto de 2016 dos mil dieciséis, mediante registro RR00298616 en la Plataforma Nacional de Transparencia, la solicitante de la información interpuso recurso de revisión en contra de la respuesta mencionada en el punto anterior, mismo que al día hábil siguiente quedó presentado ante la Oficialía de Partes de esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública. 

CUARTO. Trámite del recurso de revisión ante esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública. Mediante auto del 4 cuatro de agosto de 2016 dos mil dieciséis la presidencia de esta Comisión de Transparencia tuvo por recibido el recurso de revisión, por lo que por razón de turno, tocó conocer a la ponencia de la M.A.P. Yolanda E. Camacho Zapata por lo que se le turnó dicho expediente para que procediera, previo su análisis, a su admisión o desechamiento según fuera el caso.

QUINTO. Auto de admisión y trámite. Por proveído del 5 cinco de agosto de 2016 dos mil dieciséis la Comisionado Ponente:

· Registró en el Libro de Gobierno el presente expediente como RR-077/2016-2 PLATAFORMA.

· Admitió a trámite el presente recurso de revisión.

· Tuvo como entes obligados al GOBIERNO DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ por conducto de la SECRETARÍA DE SEGURIDAD PÚBLICA  a través de su TITULAR y del TITULAR DE LA UNIDAD DE TRANSPARENCIA.
· Se le tuvo al recurrente por señalado dirección electrónica para oír notificaciones.

· Se puso a disposición de las partes el expediente para que en un plazo máximo de 7 siete días manifestaran lo que a su derecho conviniera –ofrecer pruebas y alegar–.  

Asimismo en ese auto la ponente expresó que el sujeto obligado debería informar a esta Comisión de Transparencia si la información que le fue solicitada:

· Se encontraba en sus archivos.

· Si estaba obligado a documentar esa información de acuerdo a sus facultades, competencias o funciones en el formato que el solicitante pidió –conforme a las características físicas de la información o del lugar en donde se encuentre y si la información se encuentra en una base de datos–.

· Se encontraba en una de las excepciones del derecho de acceso a la información como impedimento legal para su entrega –cuando se trate de información reservada o confidencial–. 

Por lo tanto, el ponente apercibió a las autoridades de que en caso de ser omisas para manifestar lo que a su derecho conviniera respecto del presente recurso se aplicarían en su contra las medidas de apremio previstas en el artículo 190, fracción I, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado.

Por otra parte, la ponente ordenó el traslado a las autoridades con la copia simple del recurso de revisión; se les requirió a éstas para remitieran copia certificada del nombramiento que los acreditara como tales; para que señalaran personas y domicilio para oír y recibir notificaciones en esta ciudad; y que una vez, que sea decretado el cierre de instrucción no se atendería la información que fuese enviada.


SEXTO. Informe de los sujetos obligados. Por proveído del 18 dieciocho de agosto de 2016 dos mil dieciséis la ponente del presente asunto tuvo:
· Por recibido el oficio, SSP/DJ/08/2016, firmado por el SECRETARIO DE SEGURIDAD PÚBLICA, junto con ocho anexos.

· Por reconocida su personalidad. 

· Por rendido en tiempo y forma el informe solicitado.

· Por expresados los argumentos relacionados con el presente asunto.

· Por señalado persona y domicilio para oír y recibir notificaciones.


 Respecto de la parte recurrente, se le tuvo por omiso en realizar las manifestaciones que a su derecho conviniera y para ofrecer las pruebas o alegatos correspondientes.
Para concluir, la ponente declaró cerrado el periodo de instrucción y procedió a elaborar el proyecto de resolución respectivo.

CONSIDERANDO

PRIMERO. Competencia. Esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública es competente para conocer del presente asunto, de acuerdo con los artículos 6, párrafo cuarto, apartado A, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 17, fracción III, párrafo tercero, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí; 27, primer párrafo, 34, fracciones I y II, 35, fracción I, y 175 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública de este Estado. 

SEGUNDO. Procedencia. El presente recurso de revisión es procedente en términos del artículo 166 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado ya que la recurrente se inconforma por la respuesta a su solicitud de acceso a la información pública. 
TERCERO. Legitimación. La recurrente se encuentra legitimada para interponer el recurso de revisión, ya que fue ella quien presentó la solicitud de acceso a la información pública y la respuesta recaída a ésta es precisamente a aquélla a quien le pudiese causar perjuicio.

CUARTO. Oportunidad del recurso. La interposición del escrito inicial del recurso de revisión fue oportuna al presentarse dentro del plazo de quince días a que se refiere el artículo 166 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, como se expone a continuación:

· El 2 dos de agosto de 2016 dos mil dieciséis la solicitante de la información fue notificada de la respuesta a su solicitud.

· Por lo tanto, el plazo de los quince días hábiles para interponer el recurso de revisión transcurrió del día 3 tres al 23 veintitrés agosto. 

· Se deben de descontar de dicho cómputo por ser inhábiles los días  6 seis, 7 siete, 13 trece, 14 catorce, 20 veinte y 21 veintiuno de agosto. 

· Consecuentemente si el 2 dos de agosto de este año la recurrente interpuso el citado medio de impugnación ante esta Comisión de Transparencia, resulta claro que es oportuna su presentación.  


QUINTO. Certeza del acto reclamado. Son ciertos los actos reclamados atribuidos a los entes obligados en virtud de que el SECRETARIO DE SEGURIDAD PÚBLICA así lo reconoció en su informe.


Lo mismos sucede para el TITULAR DE LA UNIDAD DE TRANSPARENCIA del sujeto obligado en virtud de que, a pesar de que fue omiso en rendir el informe que le fue solicitado, así se desprende de autos ya que en la especie por tratarse de una solicitud de acceso a la información pública es a la aquí autoridad a quien le corresponde también darle respuesta en términos del artículo 3°, fracción XXXVI
.


SEXTO. Causales de improcedencia. Las causales de improcedencia previstas en el artículo 179 de la Ley de Transparencia son de estudio oficioso y preferente a cualquier otra cuestión planteada, por lo tanto, al no haber causal de improcedencia invocada por las partes o advertida por este órgano colegiado,  se analiza el fondo de la cuestión planteada.


SÉPTIMO. Estudio de los agravios.  


La recurrente expresó como motivos de agravios que se le negaba la información solicitada ya que la autoridad argumentó que esa información era personal, aún cuando parte de la información se encuentra como pública en el portal de transparencia del Gobierno del Estado, ya que el nombre de la persona de la cual solicitó  información aparecía en el directorio de la Secretaría de Seguridad Pública del Estado con el cargo de Policía “C”, tal como y se podía corroborar en la dirección electrónica  http://201.144.107.246/InfPubEstatal2/ITDIF/Costos%20Operativos/0.-%20N%C3%BAmero%20de%20plazas%20del%20poder%20ejecutivo/Dependencia/Secretaria%20de%20Seguridad%20Publica.pdf por lo que solicitaba que se le informara si efectivamente el puesto que desempeña correspondía al de Policía “C” y la antigüedad que tiene en dicha Secretaría.

Pues bien, precisado lo anterior, esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública entra al estudio de los agravios y que son como siguen:


7.1. Agravios parcialmente fundados.



7.1.1. Parte del agravio que es fundado.


En efecto, la parte que es fundada es porque como bien lo dice la recurrente, en la dirección electrónica directa que citó y que se refiere a la información pública, al ingresar a ésta se encuentra:
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SECRETARIA DE SEGURIDAD PUBLICA

DESPACHO DEL SECRETARIO DE SEGURIDAD PUBLICA

GUTIERREZ GARCIA ARTURO SECRETARIO
GUZMAN RUEDAS LEONARDO FRANCISCO SUB-SECRETARIO
HERNANDEZ ANDRACA MIGUEL BENIGNO DIRECTOR DE AREA
CASTILLO TOBIAS JUAN MANUEL DIRECTOR DE AREA
SALAZAR MARIN JAIRO ARAEL SUB-DIRECTOR
RODRIGUEZ RODRIGUEZ MARIBEL POLICIA C
DOMINGUEZ CAMACHO LAURA ELVIA POLICIA C
DIRECCION DE ADMINISTRACION Y PLANEACION

HERNANDEZ DIRCIO ZIZAR DIRECTOR DE AREA
SAUCEDO GOMEZ NORMA PRIMER OFICIAL

ESPARZA BON MAGDA FABIOLA POLICIA C





Y en la página 39 de ese documento aparece:
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MORALES MARTINEZ CARLOS EDUARDO POLICIA C
TRUIJILLO VILLEGAS EDGAR POLICIA C
FLORES ORTIZ JORGE ENRIQUE POLICIA C
MURNOZ ESCALANTE CARLOS POLICIA C
MALDONADO VALLES ALVARO POLICIA C
SALAZAR RAMIREZ JOSE JUAN POLICIA C
ELVIRA HERNANDEZ ROGELIO SANDOR POLICIA C
PENASCO FLORES LAURA GABRIELA POLICIA C
ARMENTA RAMIREZ JULIO CESAR POLICIA C
ARTEA AYALA ARMANDO POLICIA C
MARTINEZ MARTINEZ ALBERTO POLICIA C
ORTA ORTEGA ROBERTO DE JESUS POLICIA C
MARTINEZ LUCIA JUAN FRANCISCO POLICIA C
MARTINEZ MELENDEZ JUAN ANTONIO POLICIA C
PUENTE CERVANTES JOSE TITO POLICIA C
CORDERO SANCHEZ GUSTAVO POLICIA C
PINON VAZQUEZ JACOB OBED POLICIA C
BRAVO ARREDONDO JOSE DE SAN JUAN POLICIA C
AVILA HERNANDEZ ISMAEL EDUARDO POLICIA C





Como se ve, de la persona de la cual se pidió información aparece publicado tanto el nombre como el cargo.

Es decir, que, de acuerdo a esa publicación o base de datos la información es pública.


Sobre lo anterior, el SECRETARIO DE SEGURIDAD PÚBLICA al momento de que rindió su informe expresó:
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No obstante, por cuestiones de necesidades del servicio, asi como del cambio
del personal del puesto de Director Administrativo dentro de la Dependencia, el Comité
de Transparencia no estuvo en posesion de redlizar el acuerdo de reserva en cuanto se

recit

i6 y se dio contestacién ala Solicitud de la C. Laura Jiménez Aguiire. Es por ello que

se le dio debida contestacion en fiempo y forma con los articulos oplicables en la

materia.
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De ese informe, en síntesis dijo que, esa Secretaría que representa al no poder manipular el sistema electrónico no podía modificar, eliminar o publicar la información pública de oficio del entonces artículo 19, fracción III, de la abrogada Ley de Transparencia, sin embargo, no expresó las razones por las cuales no podía hacerlo, ya que esa Secretaría pertenece al Poder Ejecutivo y, es evidente que la comunicación para el ejercicio de transparentar la información debe de ser a cargo de los propios sujetos obligados, independientemente del modo en cómo tengan publicada la información, ya que el particular accede a la información, con independencia de quién la pública y porqué, máxime que, se insiste, corre a cargo de las autoridades estar en contacto sobre la publicación de la información. 

Sin embargo, como quiera que sea la información referente al cargo en relación con la persona, que en el caso resulta ser Laura Gabriela Peñasco Flores como policía “C” es pública como se expondrá más adelante.


Sobre lo expuesto el ente obligado en su respuesta dijo, en síntesis, que esa era información confidencial y, luego en su informe corrigió o rectificó y dijo que esa información era reservada, al grado de que elaboró un acuerdo de reserva
. 


Pues bien, esa información, a juicio de esta Comisión de Transparencia no es, ni confidencial, ni reservada, en virtud de que no se está en el supuesto de los casos de excepción al derecho de acceso a la información pública en virtud de que la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública que en su artículo 42, segundo párrafo, establece que:
Artículo 42.- El documento de identificación de los integrantes de las instituciones Seguridad Pública deberá contener al menos nombre, cargo, fotografía, huella digital y clave de inscripción en el Registro Nacional de Personal de Seguridad Pública, así como, las medidas de seguridad que garanticen su autenticidad.

Todo servidor público tiene la obligación de identificarse salvo los casos previstos en la ley, a fin de que el ciudadano se cerciore de que cuenta con el registro correspondiente.

Dicho artículo es lo bastante claro al referirse que el documento de identificación de los integrantes de las instituciones Seguridad Pública deberá contener, en lo que a este asunto interesa, al menos nombre y cargo, y clave de inscripción en el Registro Nacional de Personal de Seguridad Pública en virtud de que todo servidor público tiene la obligación de identificarse –salvo los casos previstos en esa ley– a fin de que el ciudadano se cerciore de que cuenta con el registro correspondiente.


Esto es, que las perdonas que soliciten los servicios de algún integrante de las Instituciones de Seguridad, éstos, como servidores públicos deben de identificarse mediante el respectivo documento de identificación en donde se contemple, el nombre, cargo y registro en el Registro Nacional de Personal de Seguridad Pública a fin de que el ciudadano tenga la plena certeza de que se trata de dicho servidor público incorporado a un sistema de seguridad.

Por ende, si en el caso, es obligación de los servidores públicos en materia de seguridad identificarse, en nada perjudica, que por conducto de la utilización de un derecho humano como el de acceso a la información pública, se conozcan esos datos, pues la simple identificación en términos del artículo visto, da incluso certeza a los particulares en el sentido de que efectivamente los servidores públicos, en primera son tales, en segunda, permiten su plena identificación –ya que se trata se seguridad pública– y, en tercera de que están debidamente registrados.

Por ello, la autoridad debió de relacionar los artículos 56, fracciones I, IX, XV y XXVII
 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado y 63
 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, ya que, de ser así la respuesta debió ser en el sentido de atender el principio de máxima publicidad ya que la información sobre la parte de que se trata, es pública dada la naturaleza de la prestación del servicio de seguridad pública de ahí que el agravio sea fundado y los efectos de esta determinación, este órgano colegiado los precisará más adelante.

  
7.1.1.2. Información confidencial e información reservada.

Es necesario que esta Comisión de Transparencia haga un pronunciamiento con la finalidad de esclarecer lo que el sujeto obligado expresó tanto en su respuesta y en su informe, ya que en la primera dijo que la información era confidencial y, en el segundo realizó un acuerdo de reserva para reservar la información confidencial, dicho en otras palabras, la autoridad confunde los conceptos.

En efecto, no siempre ni en todos los casos la información es púbica, ya que hay situaciones en las que el acceso a la información en posesión de los entes obligados, quedará restringido en los supuestos y en las modalidades que expresamente se señalan en la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado. 

De ahí que las figuras jurídicas de excepción al derecho de acceso a la información pública, son las de información reservada, e información confidencial y se considerará reservada aquélla información que de acuerdo a los procedimientos previstos en esa ley, determinen los Comités de Transparencia de cada entidad pública y que la autoridad no podrá negar el acceso a la información no reservada de un documento.

Por ello, si bien es cierto esta Comisión Estatal de Garantía y Acceso a la Información Pública tiene como una de sus principales funciones la de garantizar el acceso a la información pública, también es cierto de que debe de cuidar los casos de excepción a este derecho de acceso a la información pública, pues debe dejarse en claro que el derecho de acceso a la información consagrado, no es absoluto, sino que, como toda garantía, se halla sujeto a limitaciones o excepciones que se sustentan, fundamentalmente en lo que se refiere a la protección de la seguridad nacional y en el respeto tanto a los intereses de la sociedad como a los derechos de los gobernados, limitaciones que, incluso, han dado origen a la figura jurídica del secreto de información que se conoce en la doctrina como "reserva de información" e “información confidencial” que, además estas figuras están previstas en nuestra legislación local,  es decir, que el derecho de acceso a la información pública tiene cortapisas y que estas barreras no son sinónimas.

De lo anterior, no puede soslayarse que el Estado, como sujeto informativo que genera información y, que ésta tiene el carácter de pública, y supone, por lo tanto, el interés de los miembros de la sociedad por conocerla, es decir que aquél se encuentra obligado a comunicar a los gobernados sus actividades y éstos tienen el derecho correlativo de tener acceso libre y oportuno a esa información, con las limitantes que, para fines prácticos se pueden agrupar en tres tipos: limitaciones en razón del interés nacional e internacional, limitaciones por intereses sociales y limitaciones para protección de la persona. Tales limitaciones o excepciones al derecho a la información de suyo implican que no se trata de un derecho absoluto, y por tanto, debe entenderse que la finalidad de éstas es la de evitar que ese derecho entre en conflicto con otro tipo de derechos.

Dicho de otra forma, la información reservada es aquella cuya divulgación puede comprometer la existencia de un bien jurídico superior, como la estabilidad estatal –verbigracia cuando se trata de seguridad o bien en todas sus vertientes– secretos que pueda otorgar ventaja indebida a un tercero y las que está considera así por diversas leyes.

Esto es, que el tratamiento legal de la información reservada configura una necesidad y una excepción que confirma la regla de máxima publicidad, garantiza la certidumbre que debe caracterizar a los actos –jurídicos– del Estado y diferencia las actividades gubernamentales por su propio contenido.

Incluso, esas excepciones están contempladas en nuestra Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado en el Título Quinto, en específico en el artículo 113
.
Por ello, al encontrarse obligado el Estado como sujeto pasivo de la garantía del derecho de acceso a la información pública, debe velar por dichos intereses, con apego a las normas constitucionales y legales, máxime que el mencionado derecho no puede ser garantizado indiscriminadamente, sino que también el respeto a su ejercicio encuentra excepciones que lo regulan y a su vez lo garantizan, en atención a la materia a que se refiera; así, en cuanto a la seguridad nacional, se tienen normas que, por un lado, restringen el acceso a la información en esta materia, en razón de que su conocimiento público puede generar daños a los intereses nacionales y, por el otro, sancionan la inobservancia de esa reserva; por lo que hace al interés social, se cuenta con normas que tienden a proteger la averiguación de los delitos, la salud y la moral pública, mientras que por lo que respecta a la protección de la persona existen normas que protegen el derecho a la vida o a la privacidad de los gobernados.

En síntesis, el derecho de acceso a la información no es absoluto sino que contiene excepciones que son la información reservada y, la información confidencial y que éstas no son sinónimas en virtud de que para reservar una información –es decir, mantener bajo secrecía cierta información, por un tiempo determinado– la Ley de Transparencia exige ciertos formalismos –acuerdo de reserva–, en cambio los datos personales son confidenciales per se –por sí mismos, ya que no están, en la mayoría de los casos sujetos a temporalidad alguna– y no ocupan un acuerdo de reserva.  

7.1.1.3. Caso concreto.

Lo anterior, en el caso, era necesario precisarlo en virtud de que el sujeto obligado al momento de que rindió su informe ante esta Comisión de Transparencia agregó un acuerdo de reserva en la que reservó información confidencial, situación que, desde el punto de vista técnico-jurídico –ya que se trata de una autoridad– no es factible, pues sería guardar en secreto una información que por sí sola es confidencial, es decir, secreto sobre el secreto.   

Por ello el acuerdo de reserva que la autoridad hizo, en el caso ni siquiera puede ser sujeto a análisis por parte de esta Comisión de Transparencia, ya que no se está en ninguno de los supuestos del artículo 129
 de la Ley de Transparencia. 
Consecuentemente al no estar en los supuestos mencionados esta Comisión de Transparencia de conformidad con el artículo 137, fracción II, de la Ley de Transparencia que establece:

ARTÍCULO 137. Los titulares de los sujetos obligados tomarán las medidas necesarias para que la administración, archivo y resguardo de la información reservada, se realice conforme a lo dispuesto por esta Ley. La CEGAIP podrá tener acceso en cualquier momento a la información reservada para:

[…]

II. Resolver sobre la desclasificación, antes del fin del periodo de reserva;  

Otra razón para desclasificar es porque el Comité de Transparencia del sujeto obligado no puede clasificar como información reservada de manera general, esto es que reservó
:
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La fuente en el archivo de la Secretaria de Seguridad Publica asi
como en sus Direcciones Generales de la totalidad del contenido de la
informacién relativa contenido de la informacion de los expedientes
personales de los frabajadores adscritos a la Secretaria de Seguridad Publica
del Estado deniro del periodo de 2009 al mes de agosto 2016 y lo generado
subsecuentemente, en relacion sus datos personales como son generales y
media dfiliacién, huellas digitales, registro de voz, fotografias, estimulos,
reconocimientos, sancionesa que se h aya hecho acreedor, actividades,
rango, su cargo, numero de plaza, sueldo, adscripcién, periodos y horarios
asignados, etcétera.





Situación que contradice el principio de máxima publicidad, previsto en el artículo 63 de la Ley de Transparencia, ya que el Comité de Transparencia del sujeto obligado debe de analizar cada caso concreto en un momento dado, pues básicamente reservó todo el archivo de la SECRETARÍA DE SEGURIDAD PÚBLICA referente al personal que ahí labora, sin hacer una ponderación sobre la información que debe de transparentar de forma oficiosa, es decir sin analizar de forma exhaustiva si toda la información que pudiese ser reservable –que no sea la confidencial– adquiere desde ahora ese carácter.


En este sentido no es viable que con un solo acuerdo de reserva, la autoridad pretende reservar un cúmulo de información sin analizar la misma de forma casuística o sobre un caso en concreto, pues aunque en el presente asunto se trate de la SECRETARÍA DE SEGURIDAD PÚBLICA no siempre, ni en todos los casos, la información relacionada con el personal es considerada como reservada o confidencial –según sea el caso– en materia de seguridad.

Lo anterior se sustenta con el criterio 6/09 emitido por el entonces Instituto Federal de Acceso a la Información y Protección de Datos –ahora Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales– que es como sigue:

Nombres de servidores públicos dedicados a actividades en materia de seguridad, por excepción pueden considerarse información reservada. De conformidad con el artículo 7, fracciones I y III de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental el nombre de los servidores públicos es información de naturaleza pública. No obstante lo anterior, el mismo precepto establece la posibilidad de que existan excepciones a las obligaciones ahí establecidas cuando la información actualice algunos de los supuestos de reserva o confidencialidad previstos en los artículos 13, 14 y 18 de la citada ley. En este sentido, se debe señalar que existen funciones a cargo de servidores públicos, tendientes a garantizar de manera directa la seguridad nacional y pública, a través de acciones preventivas y correctivas encaminadas a combatir a la delincuencia en sus diferentes manifestaciones. Así, es pertinente señalar que en el artículo 13, fracción I de la ley de referencia se establece que podrá clasificarse aquella información cuya difusión pueda comprometer la seguridad nacional y pública. En este orden de ideas, una de las formas en que la delincuencia puede llegar a poner en riesgo la seguridad del país es precisamente anulando, impidiendo u obstaculizando la actuación de los servidores públicos que realizan funciones de carácter operativo, mediante el conocimiento de dicha situación, por lo que la reserva de la relación de los nombres y las funciones que desempeñan los servidores públicos que prestan sus servicios en áreas de seguridad nacional o pública, puede llegar a constituirse en un componente fundamental en el esfuerzo que realiza el Estado Mexicano para garantizar la seguridad del país en sus diferentes vertientes.


Como se ve, dicho criterio es orientador para esta Comisión de Transparencia y, en donde en lo que aquí importa refiere que por principio el nombre de los servidores públicos es información de naturaleza pública y que sin embargo se establece la posibilidad de que existan excepciones a las obligaciones que es cuando se trate de los supuestos de reserva o confidencialidad, de ahí que,  existen funciones a cargo de servidores públicos, tendientes a garantizar de manera directa la seguridad pública, a través de acciones preventivas y correctivas encaminadas a combatir a la delincuencia en sus diferentes manifestaciones. 

Por ello hay supuestos de que puede clasificarse la información cuya difusión pueda comprometer la seguridad nacional y pública y que una de las formas en que la delincuencia puede llegar a poner en riesgo la seguridad del es precisamente cuando anule, impidan u obstaculicen la actuación de los servidores públicos que realizan funciones de carácter operativo, mediante el conocimiento de dicha situación, por lo que la reserva de la relación de los nombres y las funciones que desempeñan los servidores públicos que prestan sus servicios en áreas de seguridad pública, puede llegar a constituirse en un componente fundamental en el esfuerzo que realiza el Estado Mexicano para garantizar la seguridad del país en sus diferentes vertientes.


Por consiguiente, como ha quedado visto, debe de atenderse a la naturaleza de lo solicitado, para que el Comité de Transparencia valore
, si al relacionarse la información se pondría en riesgo las estrategias de seguridad por un lado y, por el otro el servidor público que labora en esa Secretaría. Y todo lo anterior no está demostrado por el acuerdo de reserva de que se trata, pues se insiste dicho Comité reservó de manera general por lo que los efectos de esta determinación, este órgano colegiado los precisará más adelante.

7.1.2. Parte del agravio que resultó infundada.


 Contrario a lo que afirmó la recurrente en el sentido de que se le debía de informar sobre la antigüedad del servidor público, esa afirmación es infundada.


Ya se ha dicho que no toda la información es pública, en virtud de que  hay situaciones que se deben de mantener en secrecía o, como la técnica lo denomina la información reservada.

En el caso, el darse a conocer la información sobre la antigüedad se podría saber la experiencia o no del servidor público, esto es, el conocerse esa información, se sabría cuánto tiempo ha estado incorporado el servidor público a esa institución, es decir, su antigüedad en el servicio, pues se sabría los años que ha prestado a la institución lo que reflejaría su capacidad o no como miembro de una institución de seguridad pública –dependiendo de lo que tenga incorporado– con base en su experiencia.


Es por ello que el Comité de Transparencia tiene que elaborar un acuerdo de reserva en lo que a la parte de la solicitud de acceso a la información pública se refiere y, en la que tiene que sopesar si de darse a conocer esa información podría, en un momento dado, entorpecer las estrategias de seguridad, esto es, que debe de sopesar el beneficio o no de darse a conocer la información o bien, de elaborar el acuerdo de reserva en el que justifique de manera fundada y motiva y con las formas y requisitos que le impone la Ley de Transparencia si es información susceptible de entregarse o reservarse.


De ahí la razón de que el agravio resulte infundado, puesto que la información que solicitó sobre la antigüedad del servidor público de seguridad pública, es susceptible de considerarse como reservada, circunstancia que es atribuible demostrar al Comité de Información del sujeto obligado por lo que los efectos de esta determinación, este órgano colegiado los precisará a continuación. 


7.2. Efectos de la resolución.

Por ello, al resultar un agravio fundado y de conformidad con el artículo 175, fracción III de la Ley de Transparencia lo procedente es que esta Comisión de Transparencia revoque la respuesta y conmina a la autoridad para que emita otra en la que:

7.2.1.  Permita el acceso a la información sobre el cargo que actualmente ocupa Laura Gabriela Peñasco Flores.

7.2.2.  Deje sin efecto el acuerdo de reserva 05/2016 que el 3 tres de agosto de 2016 dos mil dieciséis el Comité de Transparencia celebro.
7.2.3. El Comité de Transparencia analice si la información sobre la antigüedad del trabajador es susceptible de ser información reservada o no:

7.2.3.1. En caso de ser reservada la información deberá de cumplir con todos los requisitos que le exige la Ley de Transparencia para llevar a cabo la reserva. 
7.2.3.2. En caso de que considere que la información es pública, entonces, deberá de fundar y motivar el porqué considera que es pública.


7.3. Precisiones de esta resolución.


De conformidad con la última parte del artículo 176 de la Ley de Transparencia está Comisión de Transparencia establece los siguientes términos para el cumplimiento de la resolución.

·   En el caso del punto 7.2.1. el sujeto obligado deberá de entregar la información por el mismo medio que la solicitante pidió, es decir, de forma electrónica.

· En los casos de los puntos 7.2.2 y 7.2.3. el sujeto obligado deberá de justificar esa situación ante esta Comisión de Transparencia, así como entregar una copia a la solicitante y por el medio de que designó.

7.4. Plazo para el cumplimento de esta resolución.

Con fundamento en el artículo 175 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, este órgano colegiado le concede al ente obligado el plazo de tres días para el cumplimiento de esta determinación, plazo que es el que está Comisión de Transparencia considera que es suficiente para el sujeto obligado una vez que la presente resolución se declare ejecutoriada.

7.5. Informe sobre el cumplimento a la resolución. 

De conformidad con el artículo 177, segundo párrafo, el ente obligado deberá de informar a esta Comisión de Transparencia el cumplimento a la presente resolución en un plazo que no deberá de exceder de tres días siguientes a la notificación del auto que la declare ejecutoriada en donde justificará con los documentos necesarios el cumplimento a lo aquí ordenado.

7.6. Medida de apremio en caso de incumplimiento a la resolución.

Esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública apercibe al ente obligado que en caso de no acatar el presente resolución, se le impondrá la multa establecida en el artículo 190, fracción II, de la Ley de Transparencia, en virtud de que este órgano colegiado debe de garantizar el debido cumplimiento al derecho humano de acceso a la información pública.  

RESOLUTIVO 

Por lo expuesto y fundado, SE RESUELVE:

ÚNICO. Esta Comisión Estatal de Garantía y Acceso a la Información Pública revoca la respuesta del ente obligado por los fundamentos y las razones desarrolladas en el considerando séptimo de la presente resolución.

Notifíquese; por oficio a las autoridades y a la recurrente por el medio que designó.

Así, por unanimidad de votos lo resolvió la Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública, integrada por los Comisionados M.A.P. Yolanda E. Camacho Zapata, licenciada Claudia Elizabeth Ávalos Cedillo y MTRO. Alejandro Lafuente Torres presidente, siendo ponente la primera de los nombrados, quienes en unión de la licenciada Rosa María Motilla García, Secretaria Ejecutiva que da fe, firman esta resolución.  
	        COMISIONADO PRESIDENTE

                   MTRO. ALEJANDRO 

                   LAFUENTE TORRES 
	              COMISIONADA 

         M.A.P. YOLANDA E. 

                          CAMACHO ZAPATA



	COMISIONADA 

LIC. CLAUDIA ELIZABETH 

ÁVALOS CEDILLO  
	
	SECRETARIA EJECUTIVA

LIC. ROSA MARÍA MOTILLA GARCÍA 


*ESTAS FIRMAS PERTENECEN A LA RESOLUCIÓN DE LA REVISIÓN 077/2016-2 QUE FUE INTERPUESTO EN CONTRA DEL GOBIERNO DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ POR CONDUCTO DE LA SECRETARÍA DE SEGURIDAD PÚBLICA Y OTRAS AUTORIDADES Y QUE FUE APROBADA EN LA SESIÓN EXTRAORDINARIA DEL 14 CATORCE DE SEPTIEMBRE DE 2016.

L/OVD. 
�ARTÍCULO 3°. Para los efectos de la presente Ley se entenderá por: […] XXXVI. Unidad de Transparencia: las unidades administrativas de cada uno de los sujetos obligados, responsables de atender las solicitudes de acceso a la información pública, y


�� Visible de la página 34 a la 42 de autos.


� ARTICULO 56. Son obligaciones de los integrantes de los cuerpos de seguridad pública: I. Proteger la integridad física y moral de las personas, sus propiedades y derechos; […] IX. Prestar auxilio a las personas amenazadas por algún peligro, o que hayan sido víctimas u ofendidos de algún delito, así como brindar protección a sus bienes y derechos. Su actuación será congruente, oportuna y proporcional al hecho; […] XV. Velar por la vida e integridad física y moral de las personas detenidas, así como inventariar y resguardar las pertenencias que éstas porten en el momento de su detención, respetando los requisitos previstos en los ordenamientos constitucionales y legales aplicables, hasta en tanto se pongan a disposición del Agente del Ministerio Público o de la autoridad competente; […] XXVII. Atender con diligencia la solicitud de informe, queja o auxilio de la ciudadanía, o de sus propios subordinados, excepto cuando la petición rebase su competencia, en cuyo caso deberá turnarlo al área que corresponda;


� ARTÍCULO 63. Para hacer efectivo el derecho de acceso a la información pública, la interpretación de esta Ley y Lineamientos que de la misma se deriven, se orientará a favorecer los principios de máxima publicidad y disponibilidad de la información en posesión de los sujetos obligados; así mismo, atenderá a los principios constitucionales y a los instrumentos internacionales suscritos y ratificados en esta materia por el Estado Mexicano, y a la interpretación que de los mismos hayan realizado los órganos nacionales e internacionales especializados


� ARTÍCULO 113. Las figuras jurídicas de excepción al derecho de acceso a la información pública, son las de información reservada, e información confidencial.


� ARTÍCULO 129. Como información reservada podrá clasificarse aquella cuya publicación: I. Comprometa la seguridad pública y cuente con un propósito genuino y un efecto demostrable; II. Pueda menoscabar la conducción de las negociaciones y relaciones internacionales; III. Se entregue al Estado mexicano expresamente con ese carácter o el de confidencial por otro u otros sujetos de derecho internacional, excepto cuando se trate de violaciones graves de derechos humanos o delitos de lesa humanidad de conformidad con el derecho internacional; IV. Pueda poner en riesgo la vida, seguridad o salud de una persona física; V. Obstruya las actividades de verificación, inspección y auditoría relativas al cumplimiento de las leyes o afecte la recaudación de contribuciones; VI. Obstruya la prevención o persecución de los delitos; VII. La que contenga las opiniones, recomendaciones o puntos de vista que formen parte del proceso deliberativo de los servidores públicos, hasta en tanto no sea adoptada la decisión definitiva, la cual deberá estar documentada; VIII. Obstruya los procedimientos para fincar responsabilidad a los Servidores Públicos, en tanto no se haya dictado la resolución administrativa; IX. Afecte los derechos del debido proceso; X. Vulnere la conducción de los Expedientes judiciales o de los procedimientos administrativos seguidos en forma de juicio, en tanto no hayan causado estado; XI. Se encuentre contenida dentro de las investigaciones de hechos que la ley señale como delitos y se tramiten ante el Ministerio Público, y XII. Las que por disposición expresa de una ley tengan tal carácter, siempre que sean acordes con las bases, principios y disposiciones establecidos en esta Ley y no la contravengan; así como las previstas en tratados internacionales.


� Visible en la foja 38 de autos.


�� Incluso esta Comisión de Transparencia en el recurso de queja 014/2016-2 adoptó ese criterio en el sentido de cuando se trata de información relacionada se debe de reservar.





